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Resumen 

 

En el presente artículo se analiza la articulación de la política criminal del lavado de 

activos en Latinoamérica frente a los tratados, convenios y medidas internacionales para la lucha 

contra el crimen organizado; para ello, se desarrolla un estudio de enfoque cualitativo, 

empleando un tipo empírico-analítico y un método hermenéutico, desde donde se describen los 

antecedentes normativos internacionales que han permitido el reconocimiento de esta conducta 

delictiva; de igual forma, se identifica su naturaleza y elementos objetivos como manifestación 

del crimen organizado; y, por último, se reconoce el tratamiento que recibe este delito en el 

derecho comparado latinoamericano (Colombia, México, Ecuador, Perú y Argentina). El estudio 

pone en evidencia la falta de articulación de la política criminal del lavado de activos en 

Latinoamérica, lo cual se hace manifiesto en el hecho de que la lucha contra el crimen 

organizado pareciera ser una labor individual de cada país, más no un accionar producto de la 

cooperación internacional que facilite la persecución de este delito. 
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Abstract 

 

This article analyzes the articulation of money laundering criminal policy in Latin 

America in relation to international treaties, conventions, and measures to combat organized 

crime. To this end, a qualitative study is developed, employing an empirical-analytical approach 

and a hermeneutic method. It describes the international regulatory precedents that have allowed 

for the recognition of this criminal conduct. It also identifies its nature and objective elements as 

a manifestation of organized crime. Finally, it examines the treatment this crime receives in Latin 

American comparative law (Colombia, Mexico, Ecuador, Peru, and Argentina). The study 

highlights the lack of articulation of money laundering criminal policy in Latin America, which 

is evident in the fact that the fight against organized crime appears to be an individual task for 

each country, rather than an action resulting from international cooperation that facilitates the 

prosecution of this crime. 

 

Keywords: criminal conduct, organized crime, terrorist financing, money laundering, 

criminal offense. 

 

Introducción 

 

En el ordenamiento jurídico internacional existen diversas normativas que han buscado 

establecer condiciones, regulaciones y recomendaciones para el tratamiento del delito de lavado 

de activos; uno de los más relevantes instrumentos es precisamente la Convención de las 

Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de 1988 

celebrado en Viena, normativa que describe la conducta del lavado de dinero o blanqueo de 

capitales cuyos recursos provienen exclusivamente del delito de tráfico ilícito de drogas. 
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Dicha conducta, de acuerdo con Acevedo et al. (2022), obedece a la incorporación, 

transitoria o permanente, de recursos provenientes de actividades ilícitas al Producto Interno 

Bruto -PIB- de un país, modificando la naturaleza de su origen, convirtiéndola artificiosamente 

como recursos de origen legal. Se trata de una actuación que en diversos países se ha optado por 

reprimir, buscando prevenir, fiscalizar o controlar cualquier tipo de actividad que tenga por 

objeto la introducción dentro del sistema formal recursos, dinero o activos que tienen 

procedencia criminal. 

 

Generalmente, la introducción de estos recursos a la economía de un país, tal y como lo 

señalan Fernández et al. (2022), se realiza a través de la inyección de capitales por medio de 

medianas y pequeñas empresas, las cuales son susceptibles a este tipo de delitos, pues se trata de 

organizaciones familiares, empresas de bienes raíces y emprendedores sin capital para invertir las 

que se prestan para estas conductas; lo problemático es el origen de estos recursos, ya que a la 

larga terminan legitimando la actividad criminal que los origina, esto es, no solo el narcotráfico, 

sino también otras conductas delictivas como el terrorismo, la trata de personas, el secuestro, las 

amenazas, la explotación sexual y laboral y la extorsión. 

 

En Latinoamérica se han adoptado normativas que han buscado darle un tratamiento 

especial al delito de lavado de activos; incluso, se han implementado codificaciones y 

regulaciones autónomas para la adopción de medidas cautelares como la extinción del derecho 

de dominio sobre los bienes y recursos de procedencia ilícita, pero, aun así, se observa que en la 

región persiste una deuda histórico-normativa frente a la regulación de este delito y prueba de 

ello es la presencia de organizaciones criminales financiadas con recursos provenientes del 

tráfico ilícito de sustancias psicoactivas, de secuestros, de extorsiones y de amenazas, que son 
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conductas que terminan estructurándose en un círculo vicioso y que hacen necesario recurrir al 

blanqueo de capitales. 

 

La intención principal de este estudio se centra, por tanto, en hacer un análisis en torno a 

la política criminal de los países latinoamericanos frente al delito de lavado de activos, buscando 

verificar si se encuentra alineada a los tratados, convenios y medidas internacionales que se han 

dictado para hacerle frente al crimen organizado que busca hacer pasar como lícitos recursos 

provenientes de actividades ilícitas o que pueden ser destinados a actividades terroristas. 

 

Básicamente, esta investigación busca comprobar la hipótesis según la cual en varios 

países de Latinoamérica, como es el caso de Colombia, México, Ecuador, Perú y Argentina, se 

han aprobado tratados y convenios internacionales para la lucha contra el lavado de activos y las 

actividades de financiación del terrorismo, pero se han implementado regulaciones que, en cierta 

medida, se alejan de estas; de ahí que las investigaciones para hacerle frente a esta conducta 

punible no arrojen resultados óptimos, existiendo incluso complicidad y permisividad de los 

gobiernos frente a la circulación de recursos de procedencia ilícita, ya que se trata de dineros 

que, en cierta medida, dinamizan y tienen un efecto positivo en las economías, por lo que la 

persecución de esta conducta es bastante limitada. 

 

Por lo anterior, en el presente artículo se busca abordar el siguiente problema; ¿Cómo se 

articula la política criminal del lavado de activos en Latinoamérica frente a los tratados, 

convenios y medidas internacionales para la lucha contra el crimen organizado? La respuesta a 

dicho interrogante implica el desarrollo de los siguientes objetivos específicos: 1) describir los 

antecedentes normativos internacionales que han permitido el reconocimiento del lavado de 

activos como conducta delictiva, 2) identificar la naturaleza y elementos objetivos del delito de 

lavado de activos como manifestación del crimen organizado y 3) reconocer el tratamiento que 
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recibe el delito de lavado de activos en el derecho comparado latinoamericano (Colombia, 

México, Ecuador, Perú y Argentina). 

 

Metodología 

 

El desarrollo del artículo sigue los lineamientos propios de un enfoque cualitativo, el 

cual, según lo señalado por Hernández et al. (2014), conlleva una revisión a profundidad de la 

información a partir de una ruta holística, flexible y de amplitud interpretativa; en este caso, se 

reconstruye una realidad y no se pretenden generalizaciones, para lo cual se parte de una serie de 

antecedentes en torno a la figura del lavado de activos, posteriormente se abordan sus 

fundamentos normativos en el plano internacional para, al final, realizar un análisis sobre el 

tratamiento que se le da a este delito en diversas esferas del derecho latinoamericano. 

 

Se hace uso del método empírico-analítico, que es una tipología de estudio basada en la 

experimentación directa y la lógica empírica; a partir de esta tipología es posible la aplicación de 

la experiencia directa y los conocimientos previos para un adecuado relacionamiento de las 

distintas categorías de análisis en torno al objeto de estudio. 

 

Se recurre al método hermenéutico, el cual corresponde a un ejercicio de interpretación 

jurídica como forma de comprensión de los rasgos de una doctrina del derecho; esta 

investigación, por tanto, busca la interpretación de la articulación de la política criminal del 

lavado de activos en Latinoamérica frente a los tratados, convenios y medidas internacionales 

para la lucha contra el crimen organizado, de tal forma que este abordaje no solo se queda en lo 

teórico, sino también en el reconocimiento de sus implicaciones prácticas. 
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La información se recolectó mediante un ejercicio de revisión normativo y doctrinal, para 

lo cual se hizo uso de bases de datos y motores de búsqueda especializados, donde fueron 

consultadas las distintas categorías de análisis; una vez identificadas las fuentes de información 

se procedió a extraer los contenidos que sirvieran para los propósitos de la investigación para su 

respectivo análisis y para la comparación de posiciones. 

 

Hallazgos y resultados 

 

1. Antecedentes normativos internacionales que han permitido el reconocimiento 

del lavado de activos como conducta delictiva 

 

La expresión “lavado de activos”, según Korejo et al. (2021), fue empleada por primera 

vez en 1973 en el marco del escándalo denominado como Watergate, con el que se hacía 

referencia a la manera como el dinero se transformaba de ilícito a licito por parte del presidente 

de los Estados Unidos en su momento, Richard Nixon, donde la campaña electoral del partido 

republicado empleó dineros de dudosa procedencia, haciéndolos pasar como recursos lícitos. 

 

El lavado de activos es una conducta que ha sido reconocida como delito apenas en 

tiempos recientes, tanto en Colombia como en el resto del mundo; esta conducta típica, de 

acuerdo con Magalhaes (2015), apenas logra visibilizarse durante el gobierno del presidente 

norteamericano George W. Bush (padre) entre 1989 y 1992, donde comenzó a ser parte del 

discurso de los Estados Unidos en su lucha contra las drogas, al ser uno de los principales 

problemas de la agenda de Washington asociado al tema del narcotráfico; es así como en 1990 se 

adelanta la denominada reunión del Grupo de los Siete (G7), en la que se presenta una propuesta 

contra el lavado de dinero y a partir de la cual se creó el Financial Action Task Force -FATF- 
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(Grupo de Acción Financiera Internacional -GAFI-2), que presentó un listado de cuarenta 

recomendaciones sobre la materia. 

 

Es precisamente con la expedición de la Convención de las Naciones Unidas contra el 

Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicoactivas aprobada en Viena en 1988 que el 

lavado de activos comienza a aparecer en la agenda pública de los distintos gobiernos del mundo 

que hacían frente al fenómeno del tráfico de drogas; dicha Convención exhorta a las partes a que 

tipifiquen como delitos penales en su derecho interno todas las conductas relacionadas con hacer 

parecer como lícitos aquellos recursos que han sido obtenidos de forma ilícita. 

 

Tabla 1. El lavado de activos en la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico 

Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicoactivas 

Conversión o transferencia 

de bienes 

Ocultación o encubrimiento 

de bienes 

Adquisición, posesión o 

utilización de bienes 

A sabiendas de que esos 

bienes proceden de algunas de 

las conductas tipificadas como 

lavado de activos. 

Se encubre la naturaleza, 

origen, ubicación, destino, 

movimiento o propiedad real 

de los bienes. 

Al momento de recibirlos, se 

sabe que esos bienes proceden 

de los delitos asociados al 

tráfico de estupefacientes. 

Tiene por objeto ocultar o 

encubrir el origen ilícito de 

los bienes o ayudar a que otra 

persona participe en la 

comisión del delito. 

Se conoce de antemano que 

los bienes proceden de las 

conductas asociadas al tráfico 

de estupefacientes. 

Tiene por finalidad el 

ocultamiento del origen del 

bien. 

Fuente: elaboración propia. 

 
2 https://www.fatf-gafi.org/content/dam/fatf-gafi/translations/Recommendations/FATF-40-Rec-2012-
Spanish.pdf.coredownload.inline.pdf 
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En Latinoamérica, destaca Magalhaes (2015), se promulgó la Declaración y Programa de 

Acción de Ixtapa (México) en 1990, donde se hizo énfasis en la necesidad de que los Estados 

regularan y tipificaran todas aquellas conductas asociadas al lavado de dinero; a esta le seguiría 

la Conferencia del Caribe sobre Lavado de Dinero celebrada en Aruba en 1990, donde se 

acogieron las recomendaciones del GAFI, las cuales, posteriormente, fueron adoptadas por los 

países andinos en la década de los noventa. 

 

A nivel global existe toda una arquitectura normativa en materia de confrontación del 

delito de blanqueo de capitales, muchas ellas de carácter vinculante para los países miembro de 

las Naciones Unidas y otras solo amparan a regiones o grupos de países, de acuerdo con 

necesidades específicas regionales, multilaterales o bilaterales. 

 

Se destaca en primer lugar la Convención Única sobre Estupefacientes de las Naciones 

Unidas, promulgada en Viena en 1988, implicó un cambio de paradigma en el derecho penal para 

hacer frente a la criminalidad organizada trasnacional, la cual tuvo por objeto tipificar como 

conducta delictiva todas aquellas operaciones económicas con recursos de procedencia ilícita, 

conocida como lavado de dinero o blanqueo de capitales. Se constituye en uno de los principales 

referentes normativos desde el cual se exhorta a los países miembros de las Naciones Unidas 

para que incorporen en su normatividad penal interna el delito de lavado de activos como tipo 

penal autónomo. 

 

Por su parte, está la Convención sobre Sustancias Psicotrópicas de las Naciones Unidas, 

la cual se celebró en Viena en 1971 y tuvo por objeto buscar que las partes tuvieran información 

sobre las sustancias sujetas y no sujetas a fiscalización internacional; se centra específicamente 
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en la lucha contra el tráfico ilícito de drogas y contiene disposiciones penales que deben adoptar 

los diferentes países para que se sancione toda conducta relacionada con dicho tráfico. 

 

Se destaca igualmente la Convención de Palermo contra la Delincuencia Organizada 

Trasnacional, normativa impulsada en la ciudad de Palermo (Italia) en el año 2000, cuyo objetivo 

era combatir la delincuencia organizada a nivel global con el fin de disminuir la corrupción, la 

trata de personas y la delincuencia en general; la norma hace referencia expresa en el artículo 6 a 

la penalización del blanqueo de capitales, exhortando a los países para que incorporen al derecho 

interno esta conducta para aquellas actividades cuyo objetivo consista en convertir o transferir 

bienes que hayan sido producidos en el marco de la comisión de un delito, así como también el 

ocultamiento o disminución de sus orígenes. 

 

Del mismo modo, se resalta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción 

adoptada en 2003, la cual se constituye en un tratado multilateral que busca prevenir y combatir 

la corrupción política. En el artículo 14 se establecen medidas concretas para la prevención del 

blanqueo de dinero, donde se exhorta a cada Estado parte a establecer una normatividad interna 

que permita supervisar los bancos e instituciones de carácter financiero, dentro de las que se 

incluyen tanto personas naturales como jurídicas que se dediquen a prestar servicios relacionados 

con la transferencia de dineros o valores, siempre que tengan por objeto la prevención o 

detección de cualquier forma de blanqueo de capitales. 

 

A su vez, se encuentra la Convención de Estrasburgo celebrada en la cuidad de 

Estrasburgo (Francia) en 1990, que se constituye en un convenio europeo sobre blanqueo, 

detección, embargo y confiscación de los productos de un delito, mediante el cual se exhorta a 

las naciones que conforman la Unión Europea para que adopten medidas de confiscación e 
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investigación especiales para hacer frente al delito de blanqueo de capitales, a partir de principios 

y medidas de cooperación internacional. 

 

De igual manera, sobresale la Directiva de las Comunidades Europeas, que son una serie 

de directivas expedidas por el Consejo Europeo que buscan prevenir el abuso del sistema 

financiero para fines de blanqueo de capitales y terrorismo. La más reciente corresponde a la 

Directiva (UE) 2015/849, mediante cual se reforman normas de transparencia en materia de 

identificación de clientes, especialmente titulares reales de empresas y estructuras jurídicas 

(fideicomisos); la Directiva fue reglamentada a través del Reglamento (UE) 2023/1113, que creó 

un sistema de gestión de intercambio de criptoactivos para garantizar que no sean empleados 

ilegalmente en materia de lavado de activos o financiación del terrorismo. 

 

También es de subrayar la Convención Interamericana contra la Corrupción impulsada 

por la Organización de las Naciones Unidas, fue adoptada en 1996 estableciendo una serie de 

obligaciones vinculantes para los Estados parte, con el objeto de que se promuevan y fortalezcan 

los instrumentos requeridos para la prevención, detección y erradicación de cualquier forma de 

corrupción; en materia de blanqueo de capitales, contempla en su artículo 15 una serie de 

medidas que tienen por objeto identificar, rastrear y decomisar cualquier bien que se haya 

obtenido o derivado de una conducta delictiva. 

 

Igualmente está el Convenio Centroamericano para la Prevención y la Represión de los 

Delitos de Lavado de Dinero y Activos Relacionados con el Tráfico Ilícito de Droga y Delitos 

Conexos suscrito en 1997 por Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Panamá, el cual 

busca la adopción de herramientas que permitan la tipificación de aquellas conductas referidas al 

lavado de activos para convertirlas en delitos penales y que estén relacionadas con el tráfico de 

estupefacientes y otros delitos afines. Se destaca esta norma, en la medida en que hace referencia 
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a los terceros de buena fe, para lo cual se exhorta a los Estados parte para que protejan los 

derechos de quienes obren de buena fe y queden inmersos en una investigación por lavado de 

activos. 

 

La Convención Interamericana contra el Terrorismo adoptada por los Estados miembros 

de la Organización de Estados Americanos en Bridgetown (Barbados) en 2002, por su parte, 

promueve la adopción de medidas para prevenir, sancionar y eliminar el terrorismo, 

específicamente su financiación, de ahí que contempla en el artículo 6 la obligación de todos los 

Estados parte de incluir dentro de su legislación penal el delito de lavado de activos como forma 

de financiación del terrorismo. 

 

Finalmente, se destaca la Declaración sobre los Principios de Basilea para la Prevención 

de la Utilización del Sistema Financiero para el Blanqueo de Fondos de Origen Criminal, que es 

un conjunto de principios éticos y prácticos estructurados para combatir el blanqueo de capitales 

a través del sistema financiero, donde se analizan los principios formulados por el Comité de 

Basilea (Suiza) en 1988, que busca que las organizaciones criminales no puedan valerse del 

sistema financiero para el reciclaje de fondos de procedencia ilícita. 

 

A pesar de la existencia de estos múltiples tratados internacionales, muchos de ellos 

suscritos por países de América Latina, incluido Colombia, su implementación efectiva solo se 

ha dado en los sistemas judiciales nacionales de cada país, lo que ha dejado una gran brecha en la 

adopción formal de estos instrumentos bajo un enfoque de cooperación internacional, ya que casi 

siempre se depende de mecanismos binacionales para lograr una persecución efectiva 

trasnacional del lavado de activos, lo cual deja un amplio margen de maniobrabilidad a las 

organizaciones criminales para seguir desarrollando actividades relacionadas con el lavado de 

activos. 
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Pero además de las anteriores normativas internacionales, existen una serie de medidas 

regulatorias y operativas que han dado lugar a la creación de organismos que luchan de manera 

directa contra el blanqueo de capitales a nivel global y regional. 

 

En este sentido, se encuentra el Grupo de Acción Financiera Internacional -GAFI- o -

FATF-, por sus siglas en inglés, también conocido como Financial Action Task Force -FATF-, 

organismo intergubernamental creado en 1989 por el G7 con sede en París (Francia), el cual 

promueve estándares que permiten aplicar medidas normativas y operativas para hacer frente a 

conductas como el lavado de activos y, sobre todo, actividades relacionadas con el 

financiamiento de organizaciones terroristas y demás conductas que atenten contra el sistema 

financiero nacional e internacional. En 1999 expidió cuarenta recomendaciones3 que 

proporcionan un plan de acción global contra el lavado de dinero, las cuales fueron actualizadas 

en 2012. 

 

Del mismo modo, está el Group of Financial Intelligence Units, también conocido como 

Grupo Egmont, creado en 1995, que es esencialmente una red de inteligencia financiera que 

funciona a nivel internacional, que permite intercambiar informaciones y promover la 

cooperación entre Estados para luchar contra el lavado de activos, así como contra la 

financiación de actividades terroristas; básicamente, funda su accionar en supuestos clave como 

proporcionar asistencia a los miembros, posibilitar soluciones tempranas, brindar condiciones de 

equidad y transparencia reales y aparentes, exigir flexibilidad e imponer sanciones solo como 

último recurso. 

 

 
3 https://www.fatf-gafi.org/content/dam/fatf-gafi/translations/Recommendations/FATF-40-Rec-2012-
Spanish.pdf.coredownload.inline.pdf 
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A su vez, se destaca el Grupo de Acción Financiera de Latinoamérica -GAFILAT-, que es 

una organización conformada por varios gobiernos del continente americano que fue creada con 

el objeto de combatir y prevenir conductas como el lavado de activos, la financiación de 

actividades terroristas y el uso de armas de destrucción masiva; este organismo se encuentra 

asociado al GAFI y por ello cumple la función de participar en la elaboración y modificación de 

las distintas recomendaciones que realiza periódicamente este organismo. 

 

También se encuentra la Organización Internacional de Policía Criminal -INTERPOL-, 

fundada en 1923 y que tiene su sede en Lyon (Francia); actualmente está conformada por 196 

países y presta asistencia a la policía local de los países miembro en temas de intercambio de 

información y brinda apoyo técnico y operativo en asuntos relacionados con lucha contra el 

terrorismo, ciberdelincuencia, delincuencia organizada y delincuencia financiera y corrupción, 

rubro este último en donde se trabaja contra el delito de lavado de activos. 

 

A su vez, está el Grupo de Acción Financiera del Caribe -GAFIC-, que es un organismo 

de base regional con jurisdicción en los Estados que conforman la Cuenca del Caribe y se 

encarga de adoptar prácticas en contra del lavado de activos, así como con actividades 

relacionadas con la financiación del terrorismo, empleando nuevas tecnologías y datos 

estadísticos del sistema financiero para el registro de personas expuestas a políticas de decomiso 

y medidas provisionales por reportes de operaciones sospechosas. 

 

El Grupo Asia/Pacífico sobre Lavado de Activos -APG-, por su parte, es una organización 

intergubernamental formada por 42 jurisdicciones miembros; su objetivo es garantizar que los 

miembros individuales apliquen efectivamente las normas internacionales para luchar contra el 

lavado de activos, el uso de armas de destrucción masiva y la financiación de actividades 

terroristas. 
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Por último, se encuentra el Grupo de Antilavado de Dinero de África Oriental y del Sur 

(Eastern and Southern Africa Anti-Money Laundering Group -ESAAMLG-), que corresponde a 

un órgano regional que se adhiere a las normas mundiales para combatir el blanqueo de capitales 

y la financiación del terrorismo y la proliferación. Sus 21 países miembros tienen por objeto 

adoptar e implementar las distintas recomendaciones expedidas por el GAFI, así como también 

la aplicación de medidas contra conductas asociadas a delitos graves, sobre todo en lo atinente a 

la lucha contra el terrorismo, el lavado de activos y el uso de armas de destrucción masiva. 

 

2. Naturaleza y elementos objetivos del delito de lavado de activos como 

manifestación del crimen organizado 

 

La criminalidad es un fenómeno que afecta ostensiblemente a la sociedad, siendo el 

fundamento de esta problemática el elevado beneficio económico que se obtiene de las 

actividades ilícitas en donde participan organizaciones criminales. Históricamente, señalan 

Acevedo et al. (2022), se han estructurado distintas formas del crimen organizado en la historia 

reciente de la humanidad. 

 

Tabla 2. Formas del crimen organizado en la historia reciente 

Forma Descripción 

Bandolerismo español Eran grupos de personas a las que se les denominaba 

campañas o ligas lideradas por un caballero o regidor, 

quienes cometían actos vandálicos, principalmente robos o 

destrucción de aldeas, cuyo accionar era motivado por odios 

y rivalidades al interior de la sociedad feudal. 

Bandolerismo Latinoamericano Similar a los grupos organizados españoles, cometían actos 



15 

de vandalismo en América Latina, pero con fines 

independentistas o partidistas. 

Asociaciones ilícitas Contemplados en el derecho penal español y francés, eran 

bandas armadas que estaban en contra de los intereses del 

Estado, cuya conducta era penalizable. 

Criminalidad organizada 

moderna 

Surgidas a principios del siglo XX en Estados Unidos, eran 

mafias extranjeras (irlandesas e italianas) dedicadas al 

control de negocios ilegales de drogas, alcohol y tabaco 

durante la etapa de prohibición en Norteamérica. 

Criminalidad organizada de la 

posguerra 

Son organizaciones criminales que surgen con el auge del 

capitalismo y la globalización que se han ayudado de la 

tecnología y de las pocas barreras fronterizas para el 

desarrollo de actividades delictivas. 

Fuente: elaboración propia a partir de Acevedo et al. (2022). 

 

La Convención de Palermo de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 

Trasnacional, hace referencia al concepto de “grupo delictivo organizado”, reconociéndolo como 

aquella organización estructurada compuesta por tres o más individuos que, durante determinado 

tiempo, actúan de manera concertada con el objeto de cometer uno o varios delitos consignados 

en dicha Convención con el propósito de conseguir algún beneficio económico u otros de 

carácter material. 

 

Las causas que motivan la creación de organizaciones criminales son diversas y, por 

tanto, pueden obedecer a distintos factores. 
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Tabla 3. Factores que dan origen al crimen organizado 

Factores Descripción 

Factores culturales En aquellas sociedades en donde se favorece la 

criminalidad organizada, la violencia se termina 

legitimando como medio para sobrevivir, para resolver 

conflictos o para establecer un orden comunal o grupal. 

Factores económicos Cuando existen condiciones de crisis económica se recurre 

a economías informales que son ilegitimas e ilegales. 

Factores políticos El clientelismo lleva al desarrollo de relaciones informales 

de poder entre gobernantes y líderes de organizaciones 

criminales. 

Factores ilegales Se recurre a negocios ilegales porque son rentables, aun 

cuando estén prohibidos y sancionados por la ley. 

Fuente: elaboración propia a partir de Acevedo et al. (2022). 

 

El lavado de activos, de acuerdo con Fernández et al. (2022), corresponde a un proceso 

mediante el cual aquellos bienes que tienen una procedencia delictiva se integran al sistema 

económico y financiero legal, al dárseles una apariencia de haber sido obtenidos de forma lícita, 

de manera que la lógica económica del inversionista al margen de la ley es distinta al empresario 

legal, ya que no se persigue la obtención de una utilidad, sino legitimar bienes y recursos 

obtenidos a través de actividades ilícitas o al margen de la ley, generando una emisión monetaria 

que distorsiona la economía, enriqueciendo a unas minorías, pero generando escases para las 

mayorías. 

 

El principal referente que permite reconocer el delito de lavado de activos en el 

ordenamiento jurídico internacional lo constituye la Convención de las Naciones Unidas contra 
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el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de 1988, en cuyo artículo 1 se 

identifican los elementos que son objeto del blanqueo de capitales, como son los productos y los 

bienes, que son aquellos elementos que se obtienen o derivan directa o indirectamente de un 

delito como el narcotráfico y que pueden ser activos de diversa índole como bienes raíces, bienes 

muebles, documentos, bienes tangibles e intangibles y cualquier otro tipo de instrumento que 

permita la acreditación de una propiedad o cualquier otro derecho asociado a dichos activos. 

 

De acuerdo con Enríquez (2015), los recursos que provienen del tráfico de drogas se 

constituyen en el elemento fundamental de los cárteles, ya que sin el lavado de dinero el negocio 

del narcotráfico se arruinaría, pero esos cárteles han aprendido a adaptarse a las oportunidades 

que ofrece hoy en día la globalización, ya que se han valido de las finanzas electrónicas para 

evitar controles a este tipo de movimientos, lo que, sumado a la transnacionalización del delito, 

hace más difícil su persecución por parte de los Estados. 

 

Lozano (2008) sostiene que las entidades financieras cumplen un rol fundamental para 

determinar si ciertas operaciones son sospechosas de constituirse en una actividad de lavado de 

activos, por lo que son las primeras llamadas a informar a las diferentes dependencias de un 

Estado para dar reportes de operaciones sospechosas. Estos sistemas de reporte permiten generar 

una serie de señales de alarma, las cuales permiten que una operación sea objeto de estudio 

cuidadoso y detallado por parte de las entidades estatales encargadas de cumplir tal labor. 

 

La economía criminal de la que hace parte el delito de lavado de activos permite que este 

posibilite consolidar unos ingresos potencialmente grandes, ello por las cantidades de recursos 

que a diario se intentan normalizar como si se trataran de activos de procedencia lícita, por lo que 

este delito, de acuerdo con Roa (2011), se estructura en una serie de fases, en las cuales se hace 

el tránsito de lo ilícito a lo ilícito. 
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Tabla 4. Estructura del delito de lavado de activos 

Fase Definición Descripción 

Colocación de la 

moneda en el sistema 

financiero 

Supone entregar el 

dinero a una entidad 

financiera. 

Generalmente se realiza a través de compra 

de inmuebles o adquisición de moneda 

extranjera, oro o esmeraldas, pólizas de 

seguro, operaciones en casinos o 

actividades de juego, patrocinio de 

espectáculos o giros internacionales; 

también se emplean bandos ubicados en 

paraísos fiscales o sistemas financieros 

paralelos que ofrecen liquidez inmediata. 

Estratificación o mezcla 

con fondos de origen 

legal 

Una vez se introduce el 

dinero al sistema 

financiero se debe 

eliminar todo rastro del 

origen ilícito, para lo 

cual se realizan 

traslados a otras 

entidades financieras, 

preferiblemente a 

paraísos fiscales, donde 

no hay controles 

severos, pero sí se rigen 

bajo una estricta 

reserva bancaria. 

Se emplean actividades con empresas 

fachada, particularmente empresas de 

servicios, recurriendo a distintas personas 

que operan diversas clases de negocios, 

quienes se encargan de realizar una 

dispersión financiera de los recursos a 

través de créditos, giros, trasferencias y 

cheques. 
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Integración o inversión Se regresa el dinero al 

mercado de origen, 

pero con apariencia de 

legitimidad. 

Se recurre a la compra de inmuebles, 

negocios de empresas fachadas e 

integración de fondos a la cadena 

comercial, mediante inversiones, créditos, 

exportaciones ficticias o adquisición de 

bienes con apariencia de legalidad. El éxito 

de esta etapa dependerá de un agotamiento 

estricto de las etapas anteriores, por lo que 

no habría manera de relacionar los bienes 

integrados con las actividades ilícitas que 

los originaron. 

Fuente: elaboración propia a partir de Roa (2011). 

 

Lo anterior, de acuerdo con Reggiani (2013), evidencia que la incorporación e integración 

de estos recursos a la economía lícita demanda una acción financiera compleja, sofisticada y, por 

demás, inteligente, ya que conlleva estructurar un elaborado conjunto de operaciones y 

procedimientos para integrar unos recursos al sistema económico legal institucionalizado, 

confiriéndole una apariencia de legitimidad a través de una serie de etapas debidamente 

estructuradas. Según las recomendaciones del GAFI (2012), el lavado de activos se organiza en 

una serie de etapas que configuran esta conducta. 
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Figura 1. Etapas del lavado de activos 

 

Fuente: elaboración propia a partir del GAFI (2012). 

 

Esta es una conducta que, de acuerdo con Enríquez (2015), se manifiesta de diversas 

formas. 

 

Figura 2. Formas del lavado de activos 
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Fuente: elaboración propia a partir de Enríquez (2015). 

 

Todas estas formas del lavado de activos se han incorporado de manera paulatina en todos 

los países del mundo, lo que ha generado condiciones de distorsión económica y ha llevado a que 

los Estados implementen acciones y estrategias nacionales, regionales y globales para combatir y 

mitigar estos actos a través de leyes internas, directrices, acuerdos y creación de organismos para 

tales efectos. 

 

3. Tratamiento que recibe el delito de lavado de activos en el derecho comparado 

latinoamericano 

 

En Colombia, el lavado de activos ha sido el producto de la cultura del facilismo y de los 

negocios ilícitos, cuyos inicios se remontan a las décadas de los setenta y ochenta, época en la 

cual, según Roa (2011), se hacía necesario “camuflar” los dineros mal habidos en el marco de las 

bonanzas marimberas, el contrabando y la prostitución para justificar la circulación de ciertos 

capitales; sin embargo, en aquel entonces no existía regulación al respecto, lo que, sumado a la 

incipiente jurisprudencia, dio lugar a que en el país esta práctica se popularizara y penetrara hasta 
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en las más altas esferas de la sociedad y la política nacional; de hecho, en el Código Penal de la 

época (Decreto 100 de 1980) no se contempló el tipo penal de lavado de activos. 

 

Con el surgimiento de los cárteles del narcotráfico se comenzaron a generar importantes 

sumas de dinero, las cuales no eran afines al tamaño de la economía colombiana, fenómeno que 

contribuyó en gran medida a la expansión de la economía subterránea y, por ende, a las 

actividades del lavado de activos, empleándose incluso campañas políticas para dar apariencia de 

legalidad a estos recursos. 

 

La incorporación del tipo de lavado de activos a la legislación penal colombiana solo se 

dio hasta la expedición de la Ley 365 de 1997, que establecía normas que buscaban combatir la 

delincuencia organizada, creándose este tipo penal, sancionándose con prisión de 6 a 15 años y 

pena de 500 a 50.000 salarios mínimos; hoy en día, el tipo penal de lavado de activos se 

encuentra consignado en el artículo 323 del Código Penal colombiano (Ley 599 de 2000), 

modificado por el artículo 33 de la Ley 1474 de 2011, el cual genera una sanción de 10 a 30 años 

de prisión y multa de 1.000 a 50.000 salarios mínimos, penas que pueden aumentarse según 

circunstancias específicas de agravación punitiva. 

 

Según el más reciente informe de GAFILAT (2023), Colombia ha fortalecido las medidas 

para combatir el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo, para lo cual ha buscado 

solución a las deficiencias de cumplimiento técnico identificadas en su Reporte de Evaluación 

Mutua y ha sido reclasificada, sobre todo, en relación con las recomendaciones 10 (debida 

diligencia, la cual prohíbe a las instituciones financieras que mantengan cuentas anónimas o 

cuentas con nombres ficticios) y 12 (personas expuestas políticamente, que implica el deber de 

exigirle a las instituciones financieras que informen sobre personas expuestas políticamente 

extranjeras), recomendaciones que se califican actualmente como Mayormente Cumplidas. 
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De igual manera, la Asociación Bancaria y de Entidades Financieras de Colombia -

ASOBANCARIA- (2025) señala que el sistema financiero colombiano cuenta con una 

calificación muy alta en la ejecución de controles para la prevención del lavado de activos, ello 

según cifras de la Evaluación Nacional de Riesgos que realiza la Unidad de Información y 

Análisis Financiero -UIAF-, siendo prueba de ello el compromiso de la banca para hacerle frente 

al delito de lavado de activos y a la financiación del terrorismo, proporcionando información a 

organismos de investigación y de control nacionales y a instituciones internacionales sobre 

cualquier actividad asociada a estos delitos. 

 

En México, por su parte, el lavado de activos se encuentra contemplado en el artículo 400 

Bis del Código Penal Federal bajo la denominación de delito de operaciones con recursos de 

procedencia ilícita (lavado de dinero) y contempla penas entre 5 y 15 años de prisión y multa de 

1.000 a 5.000 días de salario mínimo diario vigente. 

 

De acuerdo con Vásquez (2022), esta es una conducta que se ha venido incrementando en 

los últimos años en el país; de hecho, el número de reportes de operaciones internas preocupantes 

han aumentado ostensiblemente, lo que se suma al poco interés de erradicar este tipo de 

operaciones internas por parte del aparato judicial, lo que bien puede interpretarse como una 

carta abierta para que las instituciones financieras no cumplan con la obligación de prevención 

del blanqueo de capitales, aunque desde el gobierno de los Estados Unidos se viene trabajando 

para contrarrestar esta conducta que afecta directamente al país norteamericano, 

 

Por ejemplo, se han adoptado recientes medidas por parte de la Red de Ejecución de 

Delitos Financieros -FinCEN- del Departamento del Tesoro de Estados Unidos (2025), la cual 

emitió una serie de órdenes que permitieron identificar instituciones financieras estadounidenses 
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con sede en México y a quienes se les vinculó con conductas asociadas con el lavado de activos 

provenientes del tráfico ilícito y opioides; se trata de unas órdenes desarrolladas en el marco de 

la denominada Ley de sanciones contra el fentanilo (FEND Off Fentanyl), que es una norma que 

le brinda al departamento del Tesoro unas potestades excepcionales para abordar cualquier 

conducta relacionada, tanto con el tráfico de fentanilo como con otros opioides sintéticos. 

 

En Ecuador el lavado de activos comienza a ser particularmente visible a partir de la 

dolarización de la economía en el año 2000, fecha en la cual, según Enríquez (2015), se produjo 

una reconfiguración del tráfico de drogas a nivel mundial, lo que lo convirtió no solo en país de 

tránsito de drogas, sino también de bienes y recursos de procedencia ilícita, economía que 

comienza a ser administrada por el crimen organizado. 

 

Según Fernández et al. (2022), en Ecuador existen distintas regulaciones que han buscado 

hacer frente a las afectaciones derivadas de las economías ilegales, así como para prevenir el 

delito de lavado de activos; esta conducta se encuentra tipificada en el artículo 317 del Código 

Orgánico Integral Penal Ecuatoriano, pero, a su vez, cuenta con una Ley Orgánica de 

Prevención, Detección y Erradicación del Delito de Lavado de Activos y del Financiamiento de 

Delitos que posee su propia reglamentación. 

 

Así mismo, la Superintendencia de Compañías, Valores y Seguros ha expedido la 

Resolución No. SCVS-DSC-2018-0041, que contiene disposiciones sobre la prevención del 

lavado de activos, financiamiento del terrorismo y otros delitos; por su parte, la Unidad de 

Análisis Financiero y Económico del Ecuador -UAFE- ha emitido directrices contenidas en la 

Resolución No. UAFE-DG-SO-2017-0007, que contiene una guía básica de prevención de este 

delito y que busca informar a las personas naturales sobre los procedimientos de prevención que 
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deben aplicarse a los clientes para iniciar cualquier relación comercial y contractual, para no ser 

instrumentalizados en la comisión de esta conducta y delitos afines. 

 

Por su lado, en Perú, de acuerdo con Acevedo et al. (2022), el tipo penal de lavado de 

activos se encuentra consignado en el Decreto Legislativo 1106 de 2012, sobre lucha eficaz 

contra este delito; sin embargo, en normativas anteriores como el Código Penal de 1991 no se 

encuentra tipificada esta conducta, aunque si estaba consignado el delito de tráfico ilícito de 

drogas, pero meses más tarde, al promulgarse el Decreto Legislativo 736 de 1991, se incorporó 

dicho tipo delictivo al Código Penal. Es hacia el año 2002 cuando se dicta la Ley 27765, que 

creó la Ley Penal contra el Lavado de Activos, entendida como un modelo de ley especial 

relacionado con el tráfico ilícito de drogas. 

 

Recientemente se ha adoptado en Perú un Mecanismo Público-Privado de Intercambio de 

Información Financiera -MEPIF- promovido desde la Superintendencia de Banca, Seguros y 

AFP (2024), que tiene por objeto contribuir en la prevención y lucha contra el lavado de activos 

al permitir la coordinación entre instituciones del sector público y entidades financieras del 

sector privado como el Banco de Crédito del Perú, BBVA Perú, Interbank y Scotianbank Perú. 

 

Y Argentina, de acuerdo con Reggiani (2013), es uno de los primeros países en incorporar 

el tipo penal de lavado de activos a su legislación, para lo cual dictó la Ley 23.737 de 1989, con 

la que se sancionaba con prisión de 2 a 10 años y multa de 6.000 a 50.000 australes4; se trata de 

una norma que se adecuaba a la Convención de Viena, lo que la convirtió en una especie de 

ratificación formal que luego sería aprobada a través de la Ley 24.072 de 1992. 

 

 
4 El austral fue la moneda de la República Argentina entre 1985 y 1991, la cual fue reemplazada por el peso 
argentino. 
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Posteriormente, se expediría la Ley 25.246 de 2000, en cuyo artículo 3 se sustituye el 

artículo 278 del Código Penal argentino, introduciendo la represión del lavado de activos como 

una forma de encubrimiento. Con este cambio normativo, el tráfico de drogas en Argentina deja 

de ser delito precedente y el lavado de activos se convierte en delito autónomo que tiene como 

antecedente cualquier otro delito; con ello se adopta, en gran medida, las recomendaciones del 

GAFI, con el ánimo de estandarizar la tipificación de esta conducta. 

 

Según el Grupo de Acción Financiera Internacional -GAFI- (2024), Argentina tiene un 

marco de supervisión ALA/CFT (Anti Lavado de Activos y Contra Financiamiento del 

Terrorismo) bien diseñado. Si bien la supervisión de las entidades financieras argentinas se basa 

en cierta medida en el riesgo, no está logrando una mayor eficacia, debido a las graves 

limitaciones de recursos humanos y de tecnología de la información, especialmente en el caso de 

la UIF. Las instituciones financieras del país tienen una buena comprensión general de los 

riesgos de lavado de dinero, pero una comprensión desigual del riesgo de financiamiento del 

terrorismo. 

 

Desde una óptica jurisprudencial, las altas cortes de Colombia, México, Ecuador, Perú y 

Argentina han venido cerrando filas en sus fallos frente a la lucha contra el delito de lavado de 

activos o blanqueo de capitales, pronunciamientos en los que se evidencia que frente a aquellas 

actividades tendientes a ocultar dineros de origen ilegal y darles posterior apariencia de legalidad 

se debe probar primero la existencia de una actividad delictiva. En países como Colombia, 

México, Ecuador y Perú, donde ha existido históricamente presencia de organizaciones rebeldes 

o asociadas al crimen organizado, esos delitos previos han estado asociados a conductas como el 

tráfico de drogas, el enriquecimiento ilícito, el secuestro extorsivo, la rebelión, el tráfico de 

armas, entre otras conductas afines; mientras que en el caso de Argentina el lavado de activos 
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generalmente ha estado asociado al tráfico de drogas, a los delitos contra el sistema financiero, el 

tráfico de armas y los actos de corrupción. 

 

En cualquier caso, el tratamiento que se le ha dado a este delito por parte de los altos 

tribunales u órganos de cierre judicial en América Latina (Corte Suprema de Justicia en 

Colombia5, Suprema Corte de Justicia de la Nación en México6, Corte Nacional de Justicia en 

Ecuador7, Corte Suprema de Justicia de la República del Perú8 en Perú y Corte Suprema de 

Justicia de la Nación Argentina en Argentina9) coinciden en la necesidad de evidenciar el delito 

fuente para la configuración del lavado de activos; en muchos casos basta simplemente 

demostrar un incremento patrimonial no justificado o actividades afines al narcotráfico o a la 

corrupción. 

 

Conclusiones 

 

La dogmática penal se ha encargado de estudiar el delito de lavado de activos desde el 

punto de vista político-criminal, con el objeto de reconocer su utilidad para hacer frente y 

prevenir la comisión de los delitos base, esto es, todas aquellas conductas delictivas que dan 

origen a los bienes y recursos que son objeto de la conducta típica del blanqueo de capitales; 

 
5 Corte Suprema de Justicia. Sala Especial de Primera Instancia. (2025, 4 de abril). Rad. 51497 [MP. Blanca Nélida 
Barreto Ardila]. https://archivodigitalapi.cortesuprema.gov.co/share/2025/4/Sentencias/51497SEP04304042025.pdf 
6 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Primera Sala. (2015, 3 de junio). Amparo en revisión 977/2014 [MP. 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea]. 
https://www.supremacorte.gob.mx/sites/default/files/sinopsis_asuntos_destacados/documento/2017-01/1S-030615-
AZLL-0977.pdf 
7 Corte Nacional de Ecuador. Segunda Sala de lo Penal. (2014, 28 de marzo). Resolución 409-2014 [JNP. Jorge M. 
Blum Carcelén]. https://www.cortenacional.gob.ec/cnj/images/pdf/sentencias/sala_penal/2014/R409-2014-J874-
2013-LAVADO%20DE%20ACTIVOS-JB.pdf 
8 Corte Suprema de Justicia de la República del Perú. (2021, 9 de julio). Expediente 0020-2020-16-5101-JR-PE-01 
[J. Concepción Carhuancho Richard Augusto]. 
https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/9942f18043f706fdb4fdb4c9d91bd6ff/0020-2020-16-
5001.pdf?MOD=AJPERES&CACHEID=9942f18043f706fdb4fdb4c9d91bd6ff 
9 Corte Suprema de la Nación Argentina. Cámara Federal de Casación Penal. Sala IV. (2019, 22 de febrero). Reg. 
No. 154/19.4. https://www.csjn.gov.ar/archivo-cij/nota-33397-Rechazan-pedidos-de-libertad-en-una-causa-por-
lavado-de-activos.html 

https://archivodigitalapi.cortesuprema.gov.co/share/2025/4/Sentencias/51497SEP04304042025.pdf
https://www.supremacorte.gob.mx/sites/default/files/sinopsis_asuntos_destacados/documento/2017-01/1S-030615-AZLL-0977.pdf
https://www.supremacorte.gob.mx/sites/default/files/sinopsis_asuntos_destacados/documento/2017-01/1S-030615-AZLL-0977.pdf
https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/9942f18043f706fdb4fdb4c9d91bd6ff/0020-2020-16-5001.pdf?MOD=AJPERES&CACHEID=9942f18043f706fdb4fdb4c9d91bd6ff
https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/9942f18043f706fdb4fdb4c9d91bd6ff/0020-2020-16-5001.pdf?MOD=AJPERES&CACHEID=9942f18043f706fdb4fdb4c9d91bd6ff
https://www.csjn.gov.ar/archivo-cij/nota-33397-Rechazan-pedidos-de-libertad-en-una-causa-por-lavado-de-activos.html
https://www.csjn.gov.ar/archivo-cij/nota-33397-Rechazan-pedidos-de-libertad-en-una-causa-por-lavado-de-activos.html
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efectivamente, el narcotráfico es una de las principales conductas que dan lugar al lavado de 

activos, pero así mismo pueden sumarse otras acciones en las que incurren generalmente las 

organizaciones criminales para obtener recursos de origen ilícito que, necesariamente, deben 

tener una apariencia de legalidad. 

 

El lavado de activos debe ser reconocido como un tipo penal autónomo frente a los 

delitos base, pues si bien los primeros instrumentos internacionales relacionaban este delito 

exclusivamente con el tráfico de estupefacientes, hoy en día es claro que la persecución penal de 

esta conducta debe estar enfocada en reconocer todo tipo de orígenes ilícitos de los bienes que la 

materializan y ese cambio de paradigma en su comprensión se ha dado en el marco de diversos 

tratados y convenios emitidos por Naciones Unidas, así como también por organizaciones 

regulatorias y operativas que hacen frente al lavado de activos, lo cual se ha visto reflejado en los 

cambios normativos que paulatinamente han adoptado las legislaciones en el derecho 

comparado, incorporando esta conducta a los códigos penales como delito autónomo. 

 

Llama la atención que, por lo menos en los países estudiados (Colombia, México, 

Ecuador, Perú y Argentina), las legislaciones internas solo dispongan de instrumentos 

sancionatorios de esta conducta para ser aplicados en sus territorios, pero no poseen herramientas 

de cooperación internacional que faciliten la persecución de una conducta que claramente tiene 

una naturaleza trasnacional; en virtud de este vacío, han sido los propios sistemas financieros los 

que han tenido que articular mecanismos que generen señales de alarma frente a operaciones 

sospechosas para intentar una persecución efectiva de una conducta que se vale de recursos que 

no solo provienen del tráfico de drogas ilícitas, sino también de otros delitos como el secuestro, 

la extorsión, el terrorismo, la trata de personas, la prostitución y la pornografía infantil, entre 

otros. 
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